
 

 

Solicitud al presidente de la República Carlos Alvarado Quesada y a la Fracción Legislativa  

del Partido Acción Ciudadana 

 

Los riesgos de lesionar el principio constitucional de la Autonomía Universitaria 

 

Costa Rica y el mundo en general, son escenario del avance de corrientes de pensamiento conservadoras 

que han permeado la economía, la política, la ciencia y la cultura. Los avances del pensamiento 

retrogrado en momentos de crisis sanitaria, económica, financiera y ambiental afectan como un todo el 

Estado social de derecho, y, de modo particular, a las universidades públicas.  

Es desde esta óptica que debemos valorar el riesgo que se cierne sobre la Autonomía Universitaria en el 

proyecto de ley 21.336, Ley marco de Empleo Público. 

La Constitución de 1949, en el artículo 84, recoge una de las reivindicaciones más significativas de la 

modernidad y del pensamiento universal humanista: la independencia de la ciencia, la creación y la 

cultura, del poder político. Con sabiduría, el texto constitucional, tal y como lo ha señalado la Sala 

Constitucional (Sentencia No. 001313 de 1993), otorga a las universidades públicas independencia para 

el desempeño de sus funciones y plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, 

así como para darse su organización y gobierno propio.  

Transferir decisiones del régimen laboral o de la planificación institucional hacia instancias del Poder 

Ejecutivo contraviene seriamente esta autonomía y la Constitución Política. 

El texto de la Ley Marco de Empleo Público es esencialmente fiscalista. Más allá de las partes 

introductorias de la ley, no hay una preocupación real por el valor público que deben generar las 

instituciones estatales –razón sustantiva de la reforma del Estado que debe impulsarse, con un amplio 

diálogo nacional–.  

Los nudos del debate dejan ver con claridad la intencionalidad real del texto de ley: reducción del gasto 

público a través de los salarios como medida para paliar la crisis fiscal, dicen sus promotores y 

propagandistas. Sin embargo, poco o nada interesa en el debate legislativo la calidad del trabajo público, 

la pertinencia de los procesos de trabajo, productos o resultados institucionales, el reto de la 

multidimensionalidad y articulación territorial de la gestión pública. Todos ellos temas sustantivos en la 

calidad de la gestión del trabajo humano en el seno del Estado. 

 

No obstante, igual o mayor esfuerzo ponen en ocultar que la crisis fiscal obedece a la baja recaudación 

de impuestos del país, a contar con una de las deudas más caras del mundo, a la porosidad tributaria que 

permite la elusión y la evasión fiscal, el contrabando y la expatriación de riqueza generada nacionalmente 

hacia paraísos fiscales u oculta a través de entramados jurídicos locales e internacionales. 

 

Las mismas fuerzas que hoy atizan los prejuicios contra las universidades públicas y los universitarios, 

a través de información distorsionada o parcial, cierran trincheras y hacen uso de su capacidad de presión 

y de amenaza para oponerse a cualquier avance en la ruta de una mayor progresividad y transparencia 

tributaria. 

 



Es real el riesgo de avanzar en una ruta nefasta, en un entorno y en un momento de posicionamiento de 

actores y mensajes que satanizan lo público, el disenso y el avance en los derechos de las personas.  

Surge la amenaza de que a “pellizquitos inconstitucionales” en cadena, estas fuerzas del conservadurismo 

y la privatización vayan debilitando conquistas logradas en el campo de las políticas públicas que hoy, 

todavía nos permiten mostrarnos como una nación diferente, pese a la galopante desigualdad.  

 

La autonomía universitaria que ha garantizado la libertad de pensamiento y el avance del conocimiento 

en función de las transformaciones que demanda nuestra sociedad, es una de las columnas vertebrales de 

nuestra democracia.  La defensa de la autonomía universitaria es consecuente también con profundizar 

los esfuerzos que ya se están realizando en las comunidades universitarias para revisar el modelo salarial, 

ser más eficientes con el uso de recursos públicos y eliminar inequidades y abusos existentes.  

   

Por lo tanto, como personas que hemos estado ligadas de diversas formas al Partido Acción Ciudadana, 

demandamos a nuestra fracción legislativa y al señor presidente de la República excluir a las 

universidades públicas del proyecto de Ley Marco de Empleo Público. 
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